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Texto del proyecto de la Cámara, aprobado en general por la Comisión Disposición legal vigente

PROYECTO DE LEY:

“Artículo primero.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el
Código Penal: 

1. Incorpórase, en el párrafo 5°, del Título III del Libro I, un artículo
89 bis, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 89 bis.- El Ministro de Justicia podrá disponer, de acuerdo
con los tratados internacionales vigentes sobre la materia y ratificados por
Chile,  o sobre la base del  principio de reciprocidad, que los extranjeros
condenados por alguno de los delitos contemplados en los artículos 411 bis
y 411 quater, cumplan en el país de su nacionalidad las penas corporales
que les hubieren sido impuestas.”. 

Título III
DE LAS PENAS

5. De la ejecución de las penas y su cumplimiento

2. Derógase el artículo 367 bis.
Art. 367 bis. El que promoviere o facilitare la entrada o salida de

personas del  país  para  que éstas  ejerzan la  prostitución en el  territorio
nacional o en el extranjero, será castigado con la pena de presidio menor
en  su  grado  máximo  y  multa  de  veinte  a  treinta  unidades  tributarias
mensuales

Sin  embargo,  se  impondrán  las  penas  señaladas  en  el  inciso
segundo del artículo anterior en los siguientes casos:

1. Si la víctima es menor de edad.
2. Si se ejerce violencia o intimidación.
3. Si el agente actúa mediante engaño o con abuso de autoridad o

confianza.
4. Si el autor fuere ascendiente, descendiente, cónyuge, conviviente,

hermano, tutor, curador o encargado del cuidado personal de la víctima.
5. Si el agente se vale del estado de desamparo económico de la

víctima.
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6. Si existe habitualidad en la conducta del agente. 

3. Intercálase,  en el Título VIII del Libro II, el siguiente párrafo, con
los artículos que se indican:

“5  bis.  De  los  delitos  de  tráfico  ilícito  de  migrantes  y  trata  de
personas

LIBRO SEGUNDO
CRÍMENES Y SIMPLES DELITOS Y SUS PENAS

Título VIII
CRIMENES Y SIMPLES DELITOS CONTRA LAS PERSONAS

Artículo 411 bis. El que con ánimo de lucro facilite o promueva la
entrada ilegal al país de una persona que no sea nacional o residente será
castigado con reclusión menor en su grado medio a máximo y multa de
cincuenta a cien unidades tributarias mensuales. 

Artículo 411 ter. Se aplicará la pena señalada en el artículo anterior
en su grado máximo cuando se ejecutare el hecho poniendo en peligro la
integridad física del afectado.

Asimismo, si se pusiere en peligro la vida del afectado o si éste fuera
menor de edad, dicha pena se aumentará en un grado.

Las  mismas  penas  de  los  incisos  anteriores  junto  con  la
inhabilitación absoluta en su grado máximo, se impondrán si el hecho fuere
ejecutado, aun sin ánimo de lucro, por un funcionario público. 

Artículo  411  quater.  El  que  mediante  violencia,  intimidación,
coacción,  engaño  o  abuso  de  poder  capte,  traslade,  acoja  o  reciba
personas para que sean objeto de alguna forma de explotación laboral o
sexual, incluyendo la pornografía, o extracción de órganos, será castigado
con la pena de reclusión mayor en sus grados mínimo a medio y multa de
cincuenta a cien unidades tributarias mensuales. 

Si la víctima fuere menor de edad se impondrá la misma pena del
inciso anterior, aun cuando no concurriere ninguna de las circunstancias allí
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señaladas. 

Artículo  411  quinquies.-  Será  circunstancia  atenuante  de
responsabilidad  penal  la  cooperación  eficaz  que  conduzca  al
esclarecimiento de los hechos investigados o permita la identificación de
sus  responsables;  o  sirva  para  prevenir  o  impedir  la  perpetración  o
consumación de otros delitos de igual o mayor gravedad. En estos casos,
el tribunal podrá reducir la pena hasta en un grado.

Se  entiende  por  cooperación  eficaz  el  suministro  de  datos  o
informaciones  precisas,  verídicas  y  comprobables,  que  contribuyan
necesariamente a los fines señalados en el inciso primero.

Si  con  ocasión  de  la  investigación  de  otro  hecho  constitutivo  de
delito,  el  fiscal  correspondiente  necesita  tomar  conocimiento  de  los
antecedentes proporcionados por el cooperador eficaz, deberá solicitarlos
fundadamente.  El  fiscal  requirente,  para  los  efectos  de  efectuar  la
diligencia, deberá realizarla en presencia del fiscal ante quien se prestó la
cooperación, debiendo este último previamente calificar su conveniencia. El
superior  jerárquico  común  dirimirá  cualquier  dificultad  que  surja  con
ocasión de dicha petición y de su cumplimiento.

La  reducción  de  pena  se  determinará  con  posterioridad  a  la
individualización de la sanción penal según las circunstancias atenuantes o
agravantes comunes que concurran; o de su compensación, de acuerdo
con las reglas generales.

Artículo 411 sexies.-  Para determinar si  existe reincidencia en los
delitos sancionados en este párrafo, se considerarán las sentencias firmes
dictadas en un estado extranjero, aun cuando la pena impuesta no haya
sido cumplida.”.
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Artículo segundo.- Introdúcense las siguientes modificaciones en el
Código Procesal Penal:

1.  Incorpóranse,  en  el  párrafo  2°  del  Título  IV  del  Libro  I,  los
siguientes artículos, nuevos, del siguiente tenor: 

TÍTULO IV
SUJETOS PROCESALES

Párrafo 2° El ministerio público

“Artículo 78 bis.-  Protección de la integridad física y psicológica de
las personas objeto del tráfico ilícito de migrantes y víctimas de trata de
personas. El Ministerio Público, sin perjuicio de lo dispuesto en este código,
decretará  todas  las  medidas  necesarias  tendientes  a  asegurar  la  plena
vigencia de todos los derechos de las personas víctimas de estos delitos.
Cuando se trate de niños o niñas, velará especialmente porque reciban de
los servicios públicos a cargo de la protección de la infancia y adolescencia
un trato acorde a su condición de víctimas y dispondrán que se efectúen
las acciones tendientes a la revinculación familiar, si fuere procedente de
acuerdo al interés superior del niño, niña o adolescente.

En los casos en que las víctimas de los delitos establecidos en los
artículos 411 bis y 411 quater del Código Penal, carezcan de representante
legal o cuando, por motivos fundados, el juez estime que los intereses de
las personas menores de edad son independientes o contradictorios con
los de aquel a quien corresponda representarlo,  el  juez le designará un
curador  ad  lítem de  cualquier  institución  que  se  dedique  a  la  defensa,
promoción o protección de los derechos de la infancia.”.

“Artículo 78 ter.-  Privacidad y protección de identidad. La identidad
de las víctimas deberá siempre mantenerse en reserva, pudiendo sólo ser
conocida por los intervinientes.

Las  audiencias  a  que  den  lugar  los  procesos  incoados  por  la
infracción a lo dispuesto en los artículos 411 bis y 411 quater del Código
Penal,  cuando se refieran a delitos cometidos contra menores de edad,
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serán privadas.”.

2. Incorpórase, en el Título VI del Libro I, el siguiente artículo 157
bis, nuevo:

”Artículo  157  bis.-  Medidas  cautelares  reales  especiales.  En  los
delitos  contemplados  en  los  artículos  411  bis  y  411  quater  del  Código
Penal, el ministerio público podrá solicitar al juez de garantía que decrete,
sin comunicación previa al afectado y aun antes de la formalización de la
investigación,  las  medidas  cautelares  reales  que  sean  necesarias  para
evitar el uso, aprovechamiento, beneficio o destino de cualquier clase de
bienes,  valores  o  dineros  provenientes  de  los  delitos  materia  de  la
investigación.”.

TÍTULO VI
MEDIDAS CAUTELARES REALES

3.  Incorpórase,  en  el  Título  I  del  Libro  II,  en  el  orden  que
corresponda, el siguiente artículo 226 bis, nuevo:

“Artículo  226  bis.-  Agentes  encubiertos.  El  fiscal  que  dirija  la
investigación,  podrá  solicitar  al  juez  de  garantía,  autorización  para  que
funcionarios policiales puedan ocultar su identidad oficial e involucrarse o
introducirse en las organizaciones o asociaciones destinadas a la comisión
de  los  delitos  contemplados  en  los  artículos  411  bis  y  411  quater  del
Código  Penal,  con  el  objetivo  de  identificar  a  los  participantes,  reunir
información y recoger antecedentes necesarios para la investigación.

El agente encubierto podrá tener una historia ficticia. La Dirección
Nacional del Servicio de Registro Civil e Identificación deberá otorgar los
medios necesarios para la oportuna y debida materialización de ésta.

El agente encubierto estará exento de responsabilidad criminal por
los delitos en que incurra y  no haya podido impedir,  siempre que sean
consecuencia  necesaria  del  desarrollo  de  la  investigación  y  guarden  la

LIBRO SEGUNDO
PROCEDIMIENTO ORDINARIO

Título I
ETAPA DE INVESTIGACIÓN
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debida proporcionalidad con la finalidad de la misma.

El  empleado  público  o  el  profesional  que  viole  el  secreto  de  la
identidad del agente encubierto, será sancionado con presidio menor en su
grado medio a máximo y con la suspensión de cargo y oficio público o
profesión titular, según corresponda, en su grado medio a máximo.

Lo establecido en el  artículo 222,  será aplicable también al  delito
contemplado en el artículo 411 bis del Código Penal.”. 

Artículo tercero.- Introdúcense, en el decreto ley N° 1.094, de 1975,
que  establece  normas  para  extranjeros  en  Chile,  las  siguientes
modificaciones: 

1. Sustitúyese en el N° 2 del artículo 15, la expresión “a la trata de
blancas” por la siguiente: “el tráfico ilegal de migrantes y trata de personas”.

 Artículo  15.-  Se  prohíbe  el  ingreso  al  país  de  los  siguientes
extranjeros:

1.- Los que propaguen o fomenten de palabra o por escrito o por
cualquier  otro  medio,  doctrinas  que  tiendan  a  destruir  o  alterar  por  la
violencia, el orden social del país o su sistema de gobierno, los que estén
sindicados  o  tengan  reputación  de  ser  agitadores  o  activistas  de  tales
doctrinas y,  en general,  los que ejecuten hechos que las leyes chilenas
califiquen de delito contra la seguridad exterior, la soberanía nacional, la
seguridad  interior  o  el  orden  público  del  país  y  los  que  realicen  actos
contrarios a los intereses de Chile o constituyan un peligro para el Estado;

2. - Los que se dediquen al comercio o tráfico ilícito de drogas o
armas, al contrabando, a la trata de blancas y, en general, los que ejecuten
actos contrarios a la moral o a las buenas costumbres;

3.- Los condenados o actuales procesados por delitos comunes que
la ley chilena califique de crímenes y los prófugos de la justicia por delitos
no políticos;

4.-  Los que no tengan o  no puedan ejercer  profesión  u  oficio,  o
carezcan de recursos que les permitan vivir en Chile sin constituir carga
social;
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5.- Los que sufran enfermedades respecto de las cuales la autoridad

sanitaria chilena determine que constituyen causal  de impedimento para
ingresar al territorio nacional;

6.- Los que hayan sido expulsados u obligados al abandono del país
por decreto supremo sin que previamente se haya derogado el respectivo
decreto;

7.- Los que no cumplan con los requisitos de ingreso establecidos en
este decreto ley y su reglamento, sin perjuicio de lo dispuesto en el N° 4 del
artículo siguiente y en los artículos 35 y 83, y

8.- Los que habiendo incurrido en la comisión de
los delitos tipificados en el inciso primero del artículo 68 y en el artículo 69,
y  a  su  respecto  hubieren  prescrito  las  acciones  penales  o  las  penas
correspondientes, en su caso, encontrándose fuera del territorio nacional.

2.  Incorpórase,  en  el  párrafo  IV  del  Título  I,  en  el  orden  que
corresponda, un artículo 33 bis, nuevo, del siguiente tenor:

“Artículo 33 bis.- Las víctimas del delito previsto en el artículo 411
quater  del  Código  Penal,  que  no  sean  nacionales  o  residentes
permanentes  en  el  país,  tendrán  derecho  a  presentar  una  solicitud  de
autorización de una residencia temporal  por un período mínimo de seis
meses, durante los cuales podrán decidir el ejercicio de acciones penales y
civiles  en  los  respectivos  procedimientos  judiciales  o iniciar  los  trámites
para regularizar su situación legal de residencia.

En ningún caso podrá decretarse la repatriación de las víctimas que
soliciten  autorización  de  residencia  por  existir  grave  peligro  para  su
integridad física y psíquica resultante de las circunstancias en que se ha
cometido el delito en sus países de origen.”.

Párrafo 4.-  De los Residentes Oficiales y Demás Residentes

IV Del Residente Temporario 
(incluye artículos 29 a 33, inclusive).
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Artículo  cuarto.-  Intercálase,  en  el  artículo  5°  del  decreto  ley  N°
2.460, de 1979,  ley orgánica de la Policía de Investigaciones de Chile, a
continuación de la oración “controlar el ingreso y la salida de personas del
territorio nacional;”, el siguiente párrafo: 

“adoptar todas las medidas conducentes para asegurar la correcta
identificación de las personas que salen e ingresan al país, la validez y
autenticidad de sus documentos de viaje y la libre voluntad de las personas
de ingresar o salir de él;”.

Artículo 5°.- Corresponde en especial a Policía de Investigaciones de
Chile  contribuir  al  mantenimiento  de  la  tranquilidad  pública;  prevenir  la
perpetración  de  hechos  delictuosos  y  de  actos  atentatorios  contra  la
estabilidad de los organismos fundamentales del Estado; dar cumplimiento
a  las  órdenes  emanadas  del  Ministerio  Público  para  los  efectos  de  la
investigación,  así  como  a  las  órdenes  emanadas  de  las  autoridades
judiciales,  y  de  las  autoridades  administrativas  en  los  actos  en  que
intervengan  como  tribunales  especiales;  prestar  su  cooperación  a  los
tribunales con competencia en lo criminal; controlar el ingreso y la salida de
personas del territorio nacional; fiscalizar la permanencia de extranjeros en
el país, representar a Chile como miembro de la Organización Internacional
de Policía Criminal (INTERPOL), y dar cumplimiento a otras funciones que
le encomienden las leyes.

Artículo quinto.- Reemplázase, en el inciso tercero del artículo 3° del
decreto ley N° 321, de 1925, que establece la libertad condicional para los
penados, los vocablos “número 1 del artículo 367 bis” por  “artículo 411
quater”.”.

Artículo 3° A los condenados a presidio perpetuo calificado sólo se
les podrá conceder la libertad condicional una vez cumplidos cuarenta años
de privación de libertad efectiva. Cuando fuere rechazada la solicitud, no
podrá  deducirse  nuevamente  sino  después  de  transcurridos  dos  años
desde su última presentación.

A  los  condenados  a  presidio  perpetuo  se  les  podrá  conceder  el
beneficio de la libertad condicional una vez cumplidos veinte años. 

A los condenados por los delitos de parricidio, homicidio calificado,
robo con homicidio, violación con homicidio, violación de persona menor de
catorce años, infanticidio, el previsto en el número 1 del artículo 367 bis del
Código  Penal  y  elaboración  o  tráfico  de  estupefacientes,  se  les  podrá
conceder el beneficio de la libertad condicional cuando hubieren cumplido
dos tercios de la pena.

A los condenados a más de veinte años se les podrá conceder el
beneficio de la libertad condicional una vez cumplidos diez años de la pena,
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y por este solo hecho ésta quedará fijada en veinte años.

Los  condenados  por  hurto  o  estafa  a  más  de seis  años,  podrán
obtener el mismo beneficio una vez cumplidos tres años.

A los condenados a presidio perpetuo por delitos contemplados en la
ley Nº 18.314, que fija la penalidad por conductas terroristas y, además
condenados por delitos sancionados en otros cuerpos legales, se les podrá
conceder el beneficio de la libertad condicional, una vez cumplidos 10 años
de pena, siempre que los hechos punibles hayan ocurrido entre el  1 de
enero de 1989 y el 1 de enero de 1998, y los condenados suscriban en
forma previa una declaración que contenga una renuncia inequívoca al uso
de la violencia.
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